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INICIATIVA CON PROYECTO DE DEGRETO
poR EL sE DERoGA EL enrfculo oÉctulo
TERCERO TRANSITORIO DEL DECRETO

POR EL QUE SE DECLARAN REFORMADAS
Y DEROGADAS DIVERSAS DISPOSICIONES
DE LA coNsrrucrór.r polír¡ce DE Los
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN

MATERTA DE LA REFoRMA polltlcl or
LA cruDAD DE lvrÉxrco.

DIP. PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA
DEL coNGREso DE LA cruDAD oe uÉxlco
I LEGISLATURA.

PRESENTE.

El suscrito diputado Miguel Ángel Salazar Martínez, integrante del Grupo

Parlamentario del PRI en este Honorable Congreso de la Ciudad de México, I

Legislatura, con fundamento en los artículos 122 apartado A fracciones I y ll de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos , 1, 2,29 apartados A, B, D

inciso c) y E numeral 4 y 30 numeral 1, inciso b) de la Constitución Política de la
Ciudad de México;1,13 fracción LXIV, 26,y,29 fracción Xl de la Ley Orgánica del

Congreso de la Ciudad de México; y,1,5,76,79 fracción Vl, 95 fracción ll y 96 del

Reglamento del Congreso de la Ciudad de México, someto a su consideración la

INIC¡ATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL SE DEROGA EL
ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE

DECLARAN REFORMADAS Y DEROGADAS DIVERSAS DISPOSIGIONES DE

LA CONSTITUCIÓN POLIÏCA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN

MATERIA DE LA REFORMA POLIÏCA DE LA CIUDAD DE

MÉXICOPLANTEAM IENTO DEL PROBLEMA.

La Ciudad de México cuenta con un Tribunal de Justicia Administrativa que forma
parte del sistema de impartición de justicia, dotado de plena autonomía
jurisdiccional, administrativa y presupuestaria, para el dictado de sus fallos y para el

establecimiento de su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso,

recursos contra sus resoluciones.
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A este Tribunal, corresponde, dirimir las controversias que se susciten entre la

administración pública de la Ciudad de México, las alcaldías y los particulares,

lmponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a las personas

servidoras públicas locales y de las alcaldías por responsabilidades administrativas
graves, lmponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a los

particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas grave, entre
otras.

Tal es el caso que, en el derecho mexicano, y en particular, en el ámbito

administrativo, el principio de legalidad en general se debe deducir de la

interpretación conjunta del segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución

Federal: "Nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades,

posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del

procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho", y el

primer párrafo delartículo 16 de la misma Constitución: "Nadie puede ser molestado

en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de

mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal

del procedimiento", sin embargo, estos principios no pueden ser ejercidos
plenamente, si, el marco jurídico, no se homologa, y por tanto, deja en estado de
indefensión a las personas.

ARGUMENTOS

La Ciudad de México cuenta con un Tribunal de Justicia Administrativa que forma
parte del sistema de impartición de justicia, dotado de plena autonomía
jurisdiccional, administrativa y presupuestaria, para eldictado de sus fallos y para el

establecimiento de su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso,
recursos contra sus resoluciones.

A este Tribunal, corresponde, dirimir las controversias que se susciten entre la

administración pública de la Ciudad de México, las alcaldías y los particulares,

lmponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a las personas

servidoras públicas locales y de las alcaldías por responsabilidades administrativas
graves, lmponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones a los
particulares que incurran en actos vinculados con faltas administrativas grave, entre
otras.
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Tal es el caso que, en el derecho mexicano, y en particular, en el ámbito

administrativo, el principio de legalidad en general se debe deducir de la

interpretación conjunta del segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución

Federal: "Nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades,

posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del
procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho", y el

primer párrafo delartículo 16 de la misma Constitución: "Nadie puede ser molestado

en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de

mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal

del procedimiento", sin embargo, estos principios no pueden ser ejercidos
plenamente, si, el marco jurídico, no se homologa, y por tanto, deja en estado de

indefensión a las personas.

El principio de seguridad jurídica se encuentra íntimamente relacionado con el

principio de legalidad, en tal forma que si no existe uno es imposible la existencia

del otro.

El conjunto de modalidades jurídicas a que tiene que sujetarse un acto de cualquier
autoridad para producir válidamente desde un punto de vista jurídico la afectación

en la esfera del gobernado a los diversos derechos de éste, y que se traduce en

una serie de requisitos, condiciones, elementos, es lo que constituyen las garantías

de seguridad jurídica. Estas implican, en consecuencia, el conjunto general de las

condiciones, requisitos, elementos o circunstancias precisas a que debe sujetarse

una cierta actividad estatal autoritaria para generar una afectación válida de

diferente índole en la esfera del gobernado, integrada por el summum de los

derechos subjetivos.

En la siguiente tesis, se encuentra un pronunciamiento respecto a los principios de

legalidad y seguridad jurídica.

Êpoca: Décima Época

Registro: 2005766

lnstancia: Tribunales Colegiados de Circuito
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Tipo de ïesrs; Ais/ada

Fuente: Gaceta del Semanario Judicialde la Federación

Libro 3, Febrero de 2014, Tomo lll

M ate ri a ( s) : Constit ucio n al

Tesis: 1V.2o.A.51 K (10a.)

Página:2239

PRINCIPIO DE LEGALIDAD, CARACTERISZC¡S DE SU DOBLE FUNCIONALIDAD
TRATANDOSE DEt ACTO ADMINISTRATIVO Y SU RELACIÓN CON EL DIVERSO DE
INTERDICCIÓN DE LA ARBITRARIEDAD Y EL CONTROL JURISDICCIONAL.

Del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Política de /os Esfados Unidos Mexicanos, se

advieñen los requisitos de mandamiento escrito, autoridad competente y fundamentación y
motivación, como garantías instrumentales que, a su vez, revelan la adopción en el régimen jurÍdico

nacional del principio de legalidad, como una garantía del derecho humano a Ia seguridad iurídica,
acorde al cual las autoridades só/o pueden hacer aquello para lo que expresamente les facultan las
leyes, en el entendido de que ésfas, a su vez, constituyen la manifestación de la voluntad general.

Bajo esa premisa, el principio mencionado tiene una doble funcionalidad, particularmente tratándose
del acto administrativo, pues, por un lado, impone un régimen de facultades expresas en el que todo

acto de autoridad que no represente el ejercicio de una facultad expresamente conferida en la ley a
quien lo emite, se considerará arbitrario y, por ello, contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo
que legitima a las personas para cuestionar la validez de un acto desajustado a las leyes, pero, por
otro, bajo la adopción del mismo principio como base de todo el ordenamiento, se genera la
presunciön de que toda actuación de la autoridad deriva del ejercicio de una facultad que la ley le
confiere, en tanto no se demuestre lo contrario, presunción de legalidad ampliamente reconocida
tanto en la doctrina como en la legislación nacional.

Así, el principio de legalidad, apreciado en su mayor amplitud, da cabida al diverso de interdicción
de la arbitrariedad, pero también conlleva que éste opere a través de un controljurisdiccional, lo que

da como resultado que no basta que el gobernado considere que determinado acto carece de

fundamentación y motivación para que lo estime no obligatorio nivinculante o lo señale como fuente
de un derecho incontroveñible a una sentencia que lo anule, sino que, en todo caso, esfá a su cargo

recurrir a los órganos de control a hacer valer la asumida ausencia o insuficiencia de fundamento
legaly motivación dentro de dicho procedimiento y, a su vez, corresponderá a la autoridad demostrar
que el acto cuestionado encuentra sustento en una facultad prevista por la norma, so pena de que

sea declarado contrario al derecho a la seguridad jurídica, lo que revela que los procedimienfos de

control jurisdiccional, constituyen la (tltima garantía de verificación del respeto al derecho a la
seguridad jurídica, cuyas reglas deben ser conducentes y congruentes con ese propósito.
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SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

Queja 147/2013. Andrés Caro de la Fuente. 22 de noviembre de 2013. Mayorla de votos. Disidente:

Hugo Alejandro Bermúdez Manrique. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Eucario

Adame Pérez.

Esfa fesr.s se publicó el viernes 28 de febrero de 2014 a las 1 1 :02 horas en el Semanario Judicial de

la Federación.

Tal es el caso que, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la

Federación el 29 de enero de 2016, la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos suprimió la competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito para

conocer del recurso de revisión contenciosa administrativa interpuesto contra las

resoluc¡ones definitivas que emita el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de

la Ciudad de México, ahora Tribunal de Justicia Administrativa, al haberse

consolidado el régimen de autonomía de la Ciudad de México como entidad

federativa, previéndose en el artículo décimo tercero transitorio del decreto

correspondiente la ultractividad de las disposiciones reformadas para los recursos
que estaban en trámite y los nuevos que se interpusieran hasta que quedara

definido el sistema jurídico local aplicable.

Así, ef 2 de septiembre de 2017 entró en vigor la Ley de Justicia Administrativa de

dicha entidad, la cual regula la presentación y sustanciación del recurso mencionado
y, específicamente en el artículo 119 establece que serán los Tribunales Colegiados

de Circuito quienes conocerán del interpuesto contra las sentencias dictadas por el

Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior delTribunal de Justicia Administrativa de la
Ciudad de México; pero, dicha porción normativa no es acorde con lo que establece
el artículo 104, fracción lll, de la Ley Suprema, con motivo de la reforma indicada.

Por tanto, el recurso de revisión contenciosa administrativa que deriva de un juicio

iniciado a partir de la entrada en vigor de la Ley de Justicia Administrativa citada es

improcedente, al no existir una disposición constitucional especffica que dote de

competencia a los órganos jurisdiccionales federales señalados para conocer de

ese medio de impugnación.

Lo anterior, incluso ya ha sido resuelto por Segundo Tribunal Colegiado en Materia

Administrativa del Poder Judicial de la Federación, lo cual, deja en grave estado de

indefensión a las personas, que consideran que una resolución del Tribunal de
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Justicia Administrativa viola alguno de sus derechos o simplemente, no considera
que se le haya hecho justicia, violando de manera directa, los principios de legalidad
y seguridad jurídica de aquellos que habitamos en la Ciudad de México.

He insistido en diversas ocasiones en que, si bien, la jurisprudencia que es emitida
por el Órgano Jurisdiccional, no puede derogar por la fuerza la ley, la realidad es

que, de facto, lo hace.

Y así, la jurisprudencia, entendida esta como el conjunto de reglas o normas que

la autoridad jurisdiccional que cuenta con atribuciones al respecto, deriva de la
interpretación de determinadas prevenciones del derecho positivo, que precisan el

contenido que debe atribuirse y el alcance que debe darse a estas, y que, al ser

reiteradas cierto número de veces en sentido uniforme, no contrariado, son

obligatorias para quien deba decidir casos concretos regidos por aquellas
prevenciones.l

La jurisprudencia tiene una función integradora cuando no existe la ley o existe

una laguna en la misma. Esta laguna puede ser por negligencia legislativa o porque

los acontecimientos sociales han rebasado la legislación existente y surge la

necesidad de crear nuevas leyes o completar las ya existente, con la finalidad de ir
llenando los huecos legales

En el momento en que se crea jurisprudencia derivada de la reiteración o de la
contradicción, sirve de antecedente para que se cree una norma o se modifique una

existente. La obligatoriedad de la jurisprudencia tiene como consecuencia lógica
que el Poder Legislativo derogue las disposiciones que la jurisprudencia ha

declarado inconstitucionales2.

Y, como ya se mencionó, la jurisprudencia no puede imponer por la luerza la

derogación de las leyes, ya que tal acto se encuentra dentro de la soberanía del

Poder Legislativo, pero de conformidad a lo dispuesto por la Ley de Amparo existe

obligatoriedad de los tribunales para resolver conforme al criterio establecido, por lo
que de facto sucede tal derogación.

1 Suprema Corte de Justicia de la Nación, "ManualdelJuicio de Amparo", EditorialThemis, 2a- ed., México 2000,
p. 175.
2 Niño, José Antonio, "La interpretación de la Leyes", Ed. Porrtla, México, 1979 p, 269.
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En este sentido, la jurisprudencia sirve de antecedente y de sustento para el Poder

Legislativo realice su función.

Por ello, en el caso que ocupa la presente iniciativa, no debe esperar esta Soberanía

que el criterio de los Tribunales Colegiados que hoy sustenta una tesis aislada,

eliminé un derecho que tienen las personas a promover la revisión contenciosa

administrativa, cuando estimen que sus derechos han sido violados o bien, que la

resolución no favorece a sus intereses.

Por lo antes expuesto, someto a consideración de este Congreso, la presente

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE DEROGA EL

ARTfcULo DÉctuo TERcERo TRANStToRto DEL DEcRETo PoR EL QUE sE
DECLARAN REFORMADAS Y DEROGADAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA CONSTITUCIÓN POL|TICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN

MATERIA DE LA REFORMA POLIÏCA DE LA CIUDAD DE MÉXICO.

ARTíCULO DÉC\MO TERCERO. - Los recursos de revisión interpuestos contra las
resoluciones del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, de
conformidad con lo dispuesto por el artículo 104, fracción lll de esfa Constitución,
gue se encuentren pendienfes de resolución a la entrada en vigor del presente
Decreto, continuarán el trámite que corresponda conforme al régimen jurídico
aplicable al momento de su interposición, hasta su total conclusiÓn.

En tanto en la Ciudad de México no se emitan /as disposiciones legales para la
presentacion y sustanciación de los recursos de revisión interpuestos contra las
resoluciones del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, dichos
recursos serán conocidos y resueltos por los Tribunales de la Federación, en los
términos de la fraccion lll del artículo 104 constitucional.

(Se deroga).

TRANSITORIOS

PRIMERO. - Publíquese en la Gaceta Oficial de la Cuidad de México
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SEGUNDO. - Publíquese en el Diario Oficial de la Federación.

TERCERO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación

en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México.

CUARTO. - Se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan el

contenido del presente decreto.

Congreso de la Ciudad de México, Ciudad de México a los doce días del mes de

febrero del año dos mil dieciocho, firmando el suscrito Diputado Miguel Angel

Salazar Martínez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
lnstitucional.

NTAMENTE

MIGU MARTINEZ
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